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 prestadores comunicarán su dirección legal si esta no coincide con su dirección 
habitual para la correspondencia. 

 
Los prestadores de servicios deberán dar respuesta a las reclamaciones 

recibidas en el plazo más breve posible y en todo caso en el plazo máximo de un 
mes desde la presentación de la reclamación. En caso de que en dicho plazo ésta 
no hubiera sido resuelta satisfactoriamente, los prestadores de servicios adheridos 
a un sistema extrajudicial de resolución de conflictos facilitarán al usuario el acceso 
al mismo cuando éste reúna los requisitos previstos en la Recomendación 
98/257/CE de la Comisión, de 30 de marzo relativa a los principios aplicables a los 
órganos responsables de la solución extrajudicial de los litigios en materia de 
consumo y en la Recomendación 2001/310/CE de la Comisión, de 4 de abril de 
2001, relativa a los principios aplicables a los órganos extrajudiciales de resolución 
consensual de litigios en materia de consumo o normativa que resulte de aplicación 
y, como tales, hayan sido notificados a la red comunitaria de órganos nacionales de 
la solución extrajudicial de litigios en materia de consumo. 

 
4. Los empresarios a que se refiere el apartado anterior y aquellos que estén 

adheridos a códigos de conducta, incluidos los elaborados a escala comunitaria, o 
sean miembros de asociaciones u organismos profesionales que ofrezcan sistemas 
extrajudiciales de resolución de conflictos que reúnan los requisitos previstos en el 
apartado anterior, indicarán en las ofertas comerciales que presenten de forma 
detallada sus servicios, el sistema extrajudicial de resolución de conflictos que 
ofrecen a los consumidores y usuarios, el modo de obtener información sobre sus 
características y la forma de acceder a dicho sistema extrajudicial.» 

 
Dos. Se añade al artículo 49.1 una nueva letra k),  pasando el actual contenido de ésta a 

la letra l): 
 

«k) La negativa a satisfacer las demandas del consumidor o usuario, cualquiera 
que sea su nacionalidad o lugar de residencia,  cuando su satisfacción esté dentro 
de las disponibilidades del empresario, así como cualquier forma de discriminación 
con respecto a las referidas demandas, sin que ello menoscabe la posibilidad de 
establecer diferencias en las condiciones de acceso directamente justificadas por 
criterios objetivos.» 

 
Tres. Se añade al artículo 60.2, una nueva letra, h), que queda redactada en los 

siguientes términos: 
 

«h) La dirección completa en la que el consumidor o usuario puede presentar 
sus quejas y reclamaciones, así como, en su caso, la información sobre el sistema 
extrajudicial de resolución de conflictos prevista en el artículo 21.4.» 

 
CAPÍTULO III 

 
Servicios profesionales 

 
Artículo 5. Modificación de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales. 
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 La Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales, queda modificada en los 
siguientes términos: 
 

Uno. El apartado 3 del artículo 1 queda redactado en los siguientes términos:  
 

«3. Son fines esenciales de estas Corporaciones la ordenación del ejercicio de 
las profesiones, la representación de las mismas, la defensa de los intereses 
profesionales de los colegiados y la protección de los intereses de los 
consumidores y usuarios de los servicios de sus colegiados, todo ello sin perjuicio 
de la competencia de la Administración Pública por razón de la relación 
funcionarial». 

 
Dos. El apartado 4 del artículo 2 queda redactado como sigue:  

 
«4. Los acuerdos, decisiones y recomendaciones de los Colegios observarán 

los límites de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia». 
 

Tres. Se introduce un nuevo apartado 5 en el artículo 2 con la siguiente redacción:  
 

«5. En todo caso, los requisitos que obliguen a ejercer de forma exclusiva una 
profesión o que limiten el ejercicio conjunto de dos o más profesiones, así como las 
restricciones a las comunicaciones comerciales en las profesiones colegiadas, 
serán sólo los que se establezcan por ley. 

 
Los códigos de conducta que en su caso aprueben los Colegios Profesionales 

podrán contemplar previsiones expresas dirigidas a exigir a los profesionales 
colegiados que su conducta en materia de comunicaciones comerciales sea 
ajustada a lo dispuesto en la ley.» 

 
Cuatro. Se introduce un nuevo apartado 6 en el artículo 2 con la siguiente redacción: 
 

«6. El ejercicio profesional en forma societaria se regirá por lo previsto en las 
leyes. En ningún caso, los colegios profesionales ni sus organizaciones colegiales 
podrán, por sí mismos o través de sus estatutos o el resto de la normativa colegial, 
establecer restricciones al ejercicio profesional en forma societaria. » 

 
 
Cinco. El artículo 3 queda redactado en los siguientes términos: 

 
«Artículo 3. Colegiación. 

 
1. Quien ostente la titulación requerida y reúna las condiciones señaladas 

estatutariamente tendrá derecho a ser admitido en el Colegio Profesional que 
corresponda. 

 
2. Será requisito indispensable para el ejercicio de las profesiones hallarse 

incorporado al Colegio Profesional correspondiente cuando así lo establezca una 
ley estatal. La cuota de inscripción o colegiación no podrá superar en ningún caso 
los costes asociados a la tramitación de la inscripción. Los Colegios dispondrán los 
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 medios necesarios para que los solicitantes puedan tramitar su colegiación por vía 
telemática, de acuerdo con lo previsto en el artículo 10 de esta ley. 

 
3. Cuando una profesión se organice por colegios territoriales, bastará la 

incorporación a uno solo de ellos, que será el del domicilio profesional único o 
principal, para ejercer en todo el territorio nacional. A estos efectos, cuando en una 
profesión sólo existan colegios profesionales en algunas Comunidades Autónomas, 
los profesionales se regirán por la legislación del lugar donde tengan establecido su 
domicilio profesional único o principal, lo que bastará para ejercer en todo el 
territorio nacional.     

 
En el caso de desplazamiento temporal de un profesional de otro Estado 

miembro de la Unión Europea, se estará  a lo dispuesto en la  normativa vigente en 
aplicación del Derecho comunitario relativa al reconocimiento de cualificaciones.  

 
4. Para el ejercicio efectivo de la función de control de la actividad de los 

colegiados, en beneficio de los consumidores y usuarios, los Colegios deberán 
utilizar los oportunos mecanismos de comunicación y los sistemas de cooperación 
administrativa entre autoridades competentes previstos en la Ley…/… sobre el libre 
acceso y ejercicio de las actividades de servicios. 

 
En el marco de este sistema de cooperación, los Colegios no podrán exigir a 

los profesionales que ejerzan en un territorio diferente al de colegiación 
comunicación ni habilitación alguna, ni el pago de contraprestaciones económicas 
distintas de aquellas que exijan habitualmente a sus colegiados por la prestación 
de los servicios de los que sean beneficiarios y que no se encuentren cubiertos por 
la cuota colegial.» 

 
Seis. La letra a) del artículo 5 pasa a tener el siguiente contenido: 

 
«a) Cuantas funciones redunden en beneficio de la protección de los intereses 

de los consumidores y usuarios de los servicios de sus colegiados.» 
 

Siete. Se suprime la letra ñ) del artículo cinco, que queda sin contenido. 
 

Ocho. La letra q) del artículo 5 queda redactada como sigue:  
 

«q) Visar los trabajos profesionales de los colegiados en los términos previstos 
en el artículo 13.» 

 
Nueve. La actual letra u) pasa a ser la letra x) y se introduce una nueva letra, la u) en el 

artículo cinco, con la siguiente redacción:  
 

«u) Atender las solicitudes de información sobre sus colegiados y sobre las 
sanciones firmes a ellos impuestas, así como las peticiones de inspección o 
investigación que les formule cualquier autoridad competente de un Estado 
miembro de la Unión Europea en los términos previstos en la Ley…/… sobre el 
libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.» 
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 Diez. Se añade un nuevo artículo 10 con la siguiente redacción:  
 

«Artículo 10. Ventanilla única. 
 

1. Las organizaciones colegiales dispondrán de una página web para que, a 
través de la ventanilla única prevista en la Ley…/…, de libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio, los profesionales puedan realizar todos los 
trámites necesarios para la colegiación, su ejercicio y su baja en el Colegio, a 
través de un único punto, por vía electrónica y a distancia. Concretamente, las 
organizaciones colegiales harán lo necesario para que, a través de esta ventanilla 
única, los profesionales puedan de forma gratuita: 

 
a) Obtener toda la información y formularios necesarios para el acceso a la 

actividad profesional y su ejercicio. 
 
b) Presentar toda la documentación y solicitudes necesarias, incluyendo la de 

la colegiación. 
 
c) Conocer el estado de tramitación de los procedimientos en los que tenga 

consideración de interesado y recibir la correspondiente notificación de los actos de 
trámite preceptivos y la resolución de los mismos por el Colegio. 

 
2. A través de la referida ventanilla única, para la mejor defensa de los 

derechos de los consumidores y usuarios las organizaciones colegiales ofrecerán 
la siguiente información, que deberá ser clara, inequívoca y gratuita:  

 
a) El acceso al registro de colegiados, que estará permanentemente 

actualizado y en el que constarán los nombres y apellidos de los profesionales 
colegiados habilitados.  

 
b) Las vías de reclamación y los recursos que podrán interponerse en caso de 

conflicto entre el consumidor o usuario y un colegiado o el colegio profesional. 
 
c) Los datos de las asociaciones u organizaciones de consumidores y usuarios 

a las que los destinatarios de los servicios profesionales pueden dirigirse para 
obtener asistencia. 

 
3. Las corporaciones colegiales deberán adoptar las medidas necesarias para 

el cumplimiento de lo previsto en este artículo e incorporar para ello las tecnologías 
precisas que garanticen la interoperabilidad entre los distintos sistemas.» 

 
Once. Se añade un nuevo artículo 11 con la siguiente redacción:  

 
«Artículo 11. Memoria Anual. 

 
1. Las organizaciones colegiales estarán sujetas al principio de transparencia 

en su gestión. Para ello, cada una de ellas deberá elaborar una Memoria Anual que 
contenga al menos la información siguiente:  
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 a) Informe anual de gestión económica, incluyendo los gastos de personal 
suficientemente desglosados y especificando las retribuciones de los miembros de 
la Junta de Gobierno en razón de su cargo. 

 
b) Importe de las cuotas aplicables a los conceptos y servicios de todo tipo, así 

como las normas para su cálculo y aplicación. 
 
c) Información agregada y estadística relativa a los procedimientos 

sancionadores concluidos, con indicación de la infracción a la que se refieren, de 
su tramitación y de la sanción impuesta en su caso, de acuerdo, en todo caso, con 
la legislación en materia de protección de datos de carácter personal. 

 
d) Información agregada y estadística relativa a quejas y reclamaciones 

presentadas por los consumidores o usuarios, de su tramitación y, en su caso, de 
los motivos de estimación o desestimación de la queja o reclamación, de acuerdo, 
en todo caso, con la legislación en materia de protección de datos de carácter 
personal. 

 
e) Los cambios en el contenido de sus códigos de conducta y la vía para el 

acceso a su contenido íntegro, en caso de disponer de ellos.  
 
f) Las situaciones de conflicto de intereses en que se encuentren los miembros 

de las Juntas de Gobierno. 
 
g) Información agregada y estadística sobre su actividad de visado y, en 

particular, las causas de denegación de visado. 
 
Cuando proceda, los datos se presentarán desagregados territorialmente por 

corporaciones. 
 
2. La Memoria Anual deberá hacerse pública a través de la página web en el 

primer semestre de cada año. 
 
3. El Consejo General hará pública, junto a su Memoria, la información 

estadística a la que hace referencia el apartado uno de este artículo de forma 
agregada para el conjunto de la organización colegial.» 

 
Doce. Se añade un nuevo artículo 12 con la siguiente redacción:  

 
«Artículo 12. Servicio de atención a los colegiados y a los consumidores o usuarios. 

 
1. Los Colegios Profesionales deberán atender las quejas o reclamaciones 

presentadas por los colegiados.  
 
2. Asimismo, los Colegios Profesionales dispondrán de un servicio de atención 

a los consumidores o usuarios, que necesariamente tramitará y resolverá cuantas 
quejas y reclamaciones referidas a la actividad colegial o de los colegiados se 
presenten por cualquier consumidor o usuario que contrate los servicios 
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 profesionales de sus colegiados, así como por asociaciones y organizaciones de 
consumidores y usuarios en su representación o en defensa de sus intereses.  

 
3. Los Colegios Profesionales, a través de este servicio de atención a los 

consumidores o usuarios, resolverán sobre la queja o reclamación según proceda: 
bien informando sobre el sistema extrajudicial de resolución de conflictos, bien 
remitiendo el expediente a los órganos colegiales competentes para sancionar, 
bien archivando o bien adoptando cualquier otra decisión según corresponda. 

 
4. La regulación de este servicio deberá prever la presentación de quejas y 

reclamaciones por vía electrónica y a distancia.» 
 

Trece. Se añade un nuevo artículo 13 con la siguiente redacción:  
 

«Artículo 13. Visado.  
 

1. Los Colegios de profesiones técnicas visarán los trabajos profesionales en 
su ámbito de competencia únicamente cuando se solicite por petición expresa de 
los clientes o así lo establezca el Gobierno mediante real decreto. En ningún caso 
los Colegios, por sí mismos o a través de sus previsiones estatutarias podrán 
imponer la obligación de visar los trabajos profesionales. 

 
2. El objeto del visado es garantizar, al menos: 
 
a) La identidad y habilitación profesional del autor del trabajo, utilizando para 

ello los registros de colegiados previstos en el artículo 10.2, 
 
b) la corrección e integridad formal de la documentación del trabajo profesional 
 
c) el cumplimiento de las normas sobre especificaciones técnicas, y  
 
d) la observancia del resto de la normativa aplicable al trabajo que se trate. 
 
En todo caso, el visado expresará claramente cuál es su objeto, detallando qué 

extremos son sometidos a control e informará sobre la responsabilidad que, de 
acuerdo con lo previsto en el apartado siguiente, asume el Colegio. En ningún caso 
comprenderá los honorarios ni las demás condiciones contractuales, cuya 
determinación queda sujeta al libre acuerdo entre las partes. 

 
3. En caso de daños derivados de los trabajos que haya visado el Colegio, en 

los que resulte responsable el autor del mismo, el Colegio responderá 
subsidiariamente de los daños que tengan su origen en defectos que 
razonablemente hubieran debido ser puestos de manifiesto por el Colegio al visar 
el trabajo profesional, y que guarden relación directa con los elementos que se han 
visado en ese trabajo concreto.  

 
4. Cuando el visado venga impuesto por un real decreto, su precio se ajustará 

al coste del servicio. Los Colegios harán públicos los precios de los visados de los 
trabajos, que podrán tramitarse por vía telemática.» 
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Catorce. Se añade un nuevo artículo 14 con la siguiente redacción: 

 
«Artículo 14. Prohibición de recomendaciones sobre honorarios. 

 
Los Colegios Profesionales y sus organizaciones colegiales no podrán 

establecer baremos orientativos ni cualquier otra orientación, recomendación, 
directriz, norma o regla sobre honorarios profesionales.» 

 
Quince. Se añade una nueva disposición adicional tercera con la siguiente redacción: 

 
«Disposición adicional tercera. La organización colegial. 
 

1. Se entiende por organización colegial el conjunto de corporaciones 
colegiales de una determinada profesión.  

 
2. Son corporaciones colegiales el Consejo General de Colegios, los Consejos 

Autonómicos de Colegios y los Colegios Profesionales. » 
 

Dieciséis. Se añade una nueva disposición adicional cuarta con la siguiente redacción:  
 

«Disposición adicional cuarta. Valoración de los Colegios para la tasación de 
costas.  

 
Los Colegios podrán elaborar criterios orientativos a los exclusivos efectos de 

la tasación de costas y de la jura de  cuentas de los abogados. 
 
Dichos criterios serán igualmente validos para el cálculo  de honorarios y 

derechos que corresponden a los efectos de tasación de costas en asistencia 
jurídica gratuita.» 

 
 
Artículo 6. Modificación de la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales.  

 
La Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales, queda modificada en los 

siguientes términos: 
 
Uno. Se modifica el artículo 3, que queda redactado en los siguientes términos:  

 
«Artículo 3. Sociedades multidisciplinares. 

 
Las sociedades profesionales podrán ejercer varias actividades profesionales, 

siempre que su desempeño no se haya declarado incompatible por norma de rango 
legal.» 

 
Dos. Se modifica el artículo 4, que queda redactado en los siguientes términos: 

 
«Artículo 4. Composición. 

                        1. Son socios profesionales: 
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a) Las personas físicas que reúnan los requisitos exigidos para el ejercicio de la 

actividad profesional que constituye el objeto social y que la ejerzan en el seno de 
la misma. 

 
b) Las sociedades profesionales debidamente inscritas en los respectivos 

Colegios Profesionales que, constituidas con arreglo a lo dispuesto en la presente 
ley, participen en otra sociedad profesional. 

 
2. Como mínimo, la mayoría del capital y de los derechos de voto, o la mayoría 

del patrimonio social y del número de socios en las sociedades no capitalistas, 
habrán de pertenecer a socios profesionales. 

 
3. Igualmente habrán de ser socios profesionales como mínimo la mitad más 

uno de los miembros de los órganos de administración, en su caso, de las 
sociedades profesionales. Si el órgano de administración fuere unipersonal, o si 
existieran consejeros delegados, dichas funciones habrán de ser desempeñadas 
necesariamente por un socio profesional. En todo caso, las decisiones de los 
órganos de administración colegiados requerirán el voto favorable de la mayoría de 
socios profesionales, con independencia del número de miembros concurrentes. 

 
4. No podrán ser socios profesionales las personas en las que concurra causa 

de incompatibilidad para el ejercicio de la profesión o profesiones que constituyan 
el objeto social, ni aquellas que se encuentren inhabilitadas para dicho ejercicio en 
virtud de resolución judicial o corporativa. 

 
5. Estos requisitos deberán cumplirse a lo largo de toda la vida de la sociedad 

profesional, constituyendo causa de disolución obligatoria su incumplimiento 
sobrevenido, a no ser que la situación se regularice en el plazo máximo de tres 
meses contados desde el momento en que se produjo el incumplimiento. 

 
6. Los socios profesionales únicamente podrán otorgar su representación a 

otros socios profesionales para actuar en el seno de los órganos sociales.» 
 

Tres. Se modifica el apartado 3 del artículo 9, que queda redactado en los siguientes 
términos:  
 

«3. En los trabajos profesionales que se sometan a visado, éste se expedirá a 
favor de la sociedad profesional o del profesional o profesionales colegiados que se 
responsabilicen del trabajo.» 

 
Cuatro. Se añade una disposición adicional séptima, con la siguiente redacción: 

 
«Disposición adicional séptima. Sociedades profesionales de países comunitarios. 

 
Serán reconocidas en España como sociedades profesionales las constituidas 

como tales de conformidad con la legislación de un Estado miembro de la Unión  
Europea y cuya sede social, administración central y centro de actividad principal 
se encuentre en el territorio de un Estado miembro, siempre que hayan cumplido 
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 los requisitos previstos, en su caso, en dicho país comunitario para actuar como 
sociedades profesionales.  

 
La prestación de servicios o el establecimiento en España de las sociedades 

antes referidas se ajustará a lo previsto en la normativa que regula el 
reconocimiento de cualificaciones profesionales y, en su caso, en la normativa de 
las corporaciones profesionales sobre establecimiento o ejercicio de profesionales 
comunitarios.» 

 
Cinco. Se modifica la disposición final segunda, que queda redactada del siguiente 

modo: 
 

«Disposición final segunda. Habilitación normativa. 
 

1. Se autoriza al Consejo de Ministros para dictar cuantas disposiciones de 
aplicación y desarrollo de la presente Ley sean necesarias. 

 
2. También se autoriza al Consejo de Ministros para dictar las disposiciones 

reglamentarias que sean precisas para adaptar la normativa sobre establecimiento 
o ejercicio de profesionales comunitarios a la naturaleza societaria del prestador de 
los servicios.» 

 
CAPÍTULO IV 

 
Actuaciones relativas a las empresas en el ámbito laboral y de Seguridad Social 

 
Artículo 7. Modificación del Real Decreto-ley 1/1986, de 14 de marzo, de medidas urgentes 
administrativas, financieras, fiscales y laborales. 
 

Se modifica el apartado 1 del artículo 6 del Real Decreto-ley 1/1986, de 14 de marzo, de 
medidas urgentes administrativas, financieras, fiscales y laborales, que queda redactado como 
sigue: 
 

«1. Queda suprimido el requisito de la previa autorización para proceder a la 
apertura de un centro de trabajo o para reanudar o proseguir los trabajos después 
de efectuar alteraciones, ampliaciones o transformaciones de importancia, previsto 
en el artículo 187.1 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por Decreto 2065/1974, de 30 de mayo. 

 
En adelante, será suficiente la comunicación de la apertura del centro de 

trabajo o de la reanudación de los trabajos debidamente documentados y ajustados 
al ordenamiento jurídico, con carácter previo o dentro de los treinta días siguientes 
a la apertura, a la autoridad laboral competente, quien la pondrá en conocimiento 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social a los efectos previstos en el 
Convenio 81 de la OIT de 11 de julio de 1947.» 

 
Artículo 8. Modificación de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales. 
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 La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, queda 
modificada en los siguientes términos: 
 

Uno. Se añade un nuevo apartado 5 en el artículo 5, con la siguiente redacción: 
 

«5. La política en materia de prevención de riesgos laborales deberá promover 
la integración eficaz de la prevención de riesgos laborales en el sistema de gestión 
de la empresa, teniendo en cuenta la preferencia por la organización de las 
actividades preventivas con recursos propios. 

 
Igualmente, la política en materia de seguridad y salud en el trabajo tendrá en 

cuenta las necesidades y dificultades específicas de las pequeñas y medianas 
empresas. A tal efecto, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones de 
carácter general en materia de prevención de riesgos laborales deberá 
incorporarse un informe sobre su aplicación en las pequeñas y medianas empresas 
que incluirá, en su caso, las medidas particulares que para éstas se contemplen.» 

 
Dos. Se añade un nuevo apartado 2 bis en el artículo 16, con la siguiente redacción: 

 
«2 bis. Las empresas, en atención al número de trabajadores y a la naturaleza 

y peligrosidad de las actividades realizadas, podrán realizar el plan de prevención 
de riesgos laborales, la evaluación de riesgos y la planificación de la actividad 
preventiva de forma simplificada, siempre que ello no suponga una reducción del 
nivel de protección de la seguridad y salud de los trabajadores y en los términos 
que reglamentariamente se determinen.» 

 
Tres. El apartado 5 del artículo 30, queda modificado en los siguientes términos: 

 
«5. En las empresas de hasta diez trabajadores, el empresario podrá asumir 

personalmente las funciones señaladas en el apartado 1, siempre que desarrolle de 
forma habitual su actividad en el centro de trabajo y tenga la capacidad necesaria, 
en función de los riesgos a que estén expuestos los trabajadores y la peligrosidad 
de las actividades, con el alcance que se determine en las disposiciones a que se 
refiere a que se refiere el artículo 6.1.e) de esta ley.» 

 
Cuatro. Se añade un nuevo apartado 7 en el artículo 30, con la siguiente redacción: 

 
«7. Las personas o entidades especializadas que pretendan desarrollar la 

actividad de auditoría del sistema de prevención habrán de contar con una única 
autorización de la autoridad laboral, que tendrá validez en todo el territorio nacional. 
El vencimiento del plazo máximo del procedimiento de autorización sin haberse 
notificado resolución expresa al interesado permitirá entender desestimada la 
solicitud por silencio administrativo, con el objeto de garantizar una adecuada 
protección de los trabajadores.» 

 
Cinco. El apartado 5 del artículo 31 queda modificado en los siguientes términos: 

 
«5. Para poder actuar como servicios de prevención, las entidades 

especializadas deberán ser objeto de una única acreditación, por la autoridad 
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 laboral, que tendrá validez en todo el territorio nacional, mediante la comprobación 
de que reúnen los requisitos que se establezcan reglamentariamente y previa 
aprobación de la autoridad sanitaria en cuanto a los aspectos de carácter sanitario. 
El vencimiento del plazo máximo del procedimiento de autorización sin haberse 
notificado resolución expresa al interesado permitirá entender desestimada la 
solicitud por silencio administrativo, con el objeto de garantizar una adecuada 
protección de los trabajadores.» 

 
Seis. Se añade una disposición adicional decimosexta, con la siguiente redacción: 

 
«Disposición adicional decimosexta. Acreditación de la formación.  

 
Las entidades públicas o privadas que pretendan desarrollar actividades 

formativas en materia de prevención de riesgos laborales de las previstas en la 
disposición transitoria tercera del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que 
se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención, deberán acreditar su 
capacidad mediante una declaración responsable ante la autoridad laboral 
competente sobre el cumplimiento de los requisitos que se determinen 
reglamentariamente.» 

 
Artículo 9. Modificación de la Ley 42/1997,  de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social. 

 
La Ley  42/1997,  de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social, queda modificada el siguiente modo: 
 

Uno. Se añade un nuevo apartado 12.bis al artículo 7 con la siguiente redacción: 
 

«12.bis En los supuestos en que la actuación inspectora afecte a empresas 
establecidas en otros Estados miembros de la Unión Europea y de que los hechos 
comprobados puedan ser sancionados por el Estado miembro de origen de la 
empresa, estos hechos podrán ponerse en conocimiento de la autoridad 
competente del otro país para que inicie el procedimiento sancionador, sin perjuicio 
de que pueda adoptar otras medidas que considere pertinentes.» 

 
Dos. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 10 con la siguiente redacción: 

 
«4. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá prestar ayuda y 

colaboración a las autoridades de la Unión Europea con competencias 
equivalentes.» 

 
Tres. El artículo 14 queda redactado del siguiente modo: 

 
«Artículo 14. Modalidades y documentación de la actuación inspectora. 

 
1. La actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se desarrollará 

mediante visita a los centros o lugares de trabajo, sin necesidad de aviso previo; 
mediante requerimiento de comparecencia ante el funcionario actuante de quien 
resulte obligado, aportando la documentación que se señale en cada caso, o para 
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 efectuar las aclaraciones pertinentes; en virtud de expediente administrativo 
cuando el contenido de su actuación permita iniciar y finalizar aquélla. Las visitas 
de inspección podrán realizarse por uno o varios funcionarios y podrán extenderse 
durante el tiempo necesario. 

 
1 bis. Igualmente la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá actuar 

mediante comprobación de datos o antecedentes que obren en las 
Administraciones Públicas. A tal efecto, podrá valorar los datos o antecedentes que 
le suministren otras Administraciones Públicas de la Unión Europea. 

 
2. Cuando iniciada visita de inspección no fuese posible su prosecución y 

finalización por no aportar el sujeto a inspección los antecedentes o documentos 
solicitados, la actuación proseguirá en virtud de requerimiento para su aportación 
en la forma indicada en el apartado anterior. Las actuaciones comprobatorias no se 
dilatarán por espacio de más de nueve meses, salvo que la dilación sea imputable 
al sujeto a inspección o sea debida a dificultades en la cooperación administrativa 
internacional; y, asimismo, no se podrán interrumpir por más de tres meses. Las 
comprobaciones efectuadas en una actuación inspectora tendrán el carácter de 
antecedentes para las sucesivas. 

 
3. De cada actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, el 

funcionario actuante extenderá diligencia en el Libro de Visitas de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social que debe existir en cada centro de trabajo a disposición 
de la misma con sujeción a lo que disponga la Autoridad Central de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social.» 

 
Cuatro. El apartado 3.2 del artículo 18 queda redactado del siguiente modo: 
 

«2. La representación, participación y colaboración administrativa en la Unión 
Europea y en los restantes ámbitos internacionales en los asuntos relacionados 
con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.» 

 
Artículo 10.  Modificación de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social. 
 
  Se modifica el artículo 30 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social, que queda redactado en los siguientes términos: 

 
«Artículo 30. Aportaciones de datos de Seguridad Social en soporte informático. 

 
A efectos de la gestión recaudatoria de los recursos del sistema de la 

Seguridad Social, se faculta al Ministro de Trabajo e Inmigración para determinar 
los supuestos y condiciones en que las empresas deberán presentar en soporte 
informático los datos relativos a sus actuaciones en materia de encuadramiento, 
cotización y recaudación en el ámbito de la Seguridad Social, así como 
cualesquiera otros exigidos en la normativa de ésta. 

 
De igual modo, se faculta al Ministro de Trabajo e Inmigración para determinar 

los supuestos y condiciones en que las empresas deberán presentar en soporte 
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 informático los partes de baja y alta, correspondientes a procesos de incapacidad 
temporal, de los trabajadores a su servicio.» 

 
TÍTULO II 

 
Servicios industriales y de la construcción 

 
CAPÍTULO I 

 
Servicios industriales 

 
Artículo 11. Modificación de la Ley 3/1985, de 18 de marzo, de Metrología. 
 

Se modifica la Ley 3/1985, de 18 de marzo, de Metrología, en los siguientes términos: 
 

Uno. El artículo séptimo queda redactado del siguiente modo: 
 

«Artículo séptimo.  
 

En defensa de la seguridad, de la protección de la salud y de los intereses 
económicos de los consumidores y usuarios: 

 
1. Los instrumentos, aparatos, medios y sistemas de medida que sirvan para 

pesar, medir o contar y que sean utilizados en aplicaciones de medida por razones 
de interés público, salud y seguridad pública, orden público, protección del medio 
ambiente, protección de los consumidores y usuarios, recaudación de impuestos y 
tasas, cálculo de aranceles, cánones, sanciones administrativas, realización de 
peritajes judiciales, establecimiento de las garantías básicas para un comercio leal 
y todas aquellas que puedan determinarse con carácter reglamentario, estarán 
sometidos al control metrológico del Estado, cuando esté establecido, o se 
establezca, por reglamentación especifica. 

 
2. El control metrológico previsto en el apartado anterior puede comprender: 
 
a) La fase de evaluación de la conformidad, que comprueba el cumplimiento de 

los requisitos que deberán satisfacer a efectos de su comercialización y puesta en 
servicio. 

 
b) La fase de control metrológico de instrumentos en servicio, que puede 

efectuarse mediante verificación periódica o después de reparación o modificación, 
que tiene por objeto comprobar y confirmar que un instrumento o sistema de 
medida en servicio mantiene las características metrológicas originales. 

 
3. Se determinarán reglamentariamente la modalidad y el alcance del control 

aplicable en cada caso. 
 
4. De conformidad con lo previsto en los respectivos Estatutos de Autonomía, 

las fases de ejecución de los controles metrológicos a las que se refiere el apartado 
2 de este artículo, así como la vigilancia e inspección, podrán ser realizados por las 
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 Comunidades Autónomas o, en su caso, por los Ayuntamientos, con arreglo a sus 
competencias específicas y de acuerdo con las directrices técnicas y de 
coordinación señaladas por la Administración General del Estado. 

 
5. Se reconoce validez y eficacia en todo el territorio español a los actos que 

efectúen en aplicación de la presente ley los órganos de la Administración General 
del Estado o, en su caso, los de las Comunidades Autónomas. 

 
6. Reglamentariamente se establecerá el régimen de marcado de los 

instrumentos sometidos al control metrológico que deberá incluir información clara 
y precisa a los consumidores y usuarios sobre su estado de verificación.» 

  
Dos. El artículo octavo queda redactado de la siguiente manera: 

 
«Artículo octavo. 

 
1. El Registro de Control Metrológico será de carácter público y su regulación 

se hará mediante norma reglamentaria. En él deberán ser inscritos los datos 
relativos a las personas o entidades  que fabriquen, importen, comercialicen, 
reparen o cedan en arrendamiento los instrumentos o sistemas sometidos al control 
metrológico del Estado y sus modificaciones. De igual modo también serán 
inscritas en el Registro de Control Metrológico las personas o entidades que 
intervengan en las fases del control metrológico establecidas en el artículo séptimo.  

 
La inscripción en el Registro de Control Metrológico se realizará de oficio por la 

Administración a partir de la información aportada en la primera operación que 
realicen, o en el trámite de designación para su intervención en el control 
metrológico o en la declaración responsable que se establece en el siguiente 
apartado.  

 
2. Los reparadores de instrumentos sometidos al control metrológico deberán, 

con anterioridad al inicio de la actividad, presentar al Registro de Control 
Metrológico una declaración responsable sobre la disponibilidad de los medios 
técnicos y el cumplimiento de los requisitos relativos los procedimientos de trabajo 
y cualificación técnica profesional en los términos que se determinen 
reglamentariamente. 

 
La declaración responsable habilita desde el día de su presentación para el 

desarrollo de la actividad de que se trate en todo el territorio nacional y con una 
duración indefinida. Cualquier modificación sobrevenida deberá ser comunicada al 
Registro. El incumplimiento de lo dispuesto en los párrafos anteriores, la falsedad 
originaria o sobrevenida en la declaración responsable, la utilización de 
procedimientos técnicos contrarios a los reglamentados y la utilización y colocación 
de precintos distintos de los que se establezcan reglamentariamente estarán 
incursos en lo dispuesto en el artículo 13.3 de la presente ley. No será necesaria la 
presentación de la declaración responsable para las entidades reparadoras 
establecidas en otro Estado miembro que presten sus servicios en régimen de libre 
prestación en territorio español.» 
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 Tres. Se modifica la letra c) del apartado 3 del artículo 13, del siguiente modo: 
 

«c. Incumplir las obligaciones relacionadas con la presentación de la 
declaración responsable en el Registro de Control Metrológico.» 

 
Artículo 12. Modificación de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes. 

 
Se modifica el artículo 79 de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes, que queda 

redactado como sigue: 
 

«Artículo 79. 
 
1. En el Registro de Patentes se inscribirán, en la forma que se disponga 

reglamentariamente, tanto las solicitudes de patente como las patentes ya 
concedidas. 

 
2. Salvo en el caso previsto en el artículo 13.1, la transmisión, las licencias y 

cualesquiera otros actos, tanto voluntarios como necesarios, que afecten a las 
solicitudes de patentes o a las patentes ya concedidas, sólo surtirán efectos frente 
a terceros de buena fe desde que hubieren sido inscritos en el Registro de 
Patentes. Reglamentariamente se establecerá la forma y documentación necesaria 
para dichas inscripciones. 

 
3. No podrán invocarse frente a terceros derechos sobre solicitudes de patente 

o sobre patentes que no estén debidamente inscritos en el Registro. Tampoco 
podrá mencionar en sus productos una solicitud de patente o una patente, quien no 
tenga inscrito un derecho suficiente para hacer esa mención. Los actos realizados 
en violación de lo dispuesto en este apartado serán sancionados como actos de 
competencia desleal. 

 
4. La Oficina Española de Patentes y Marcas calificará la legalidad, validez y 

eficacia de los actos que hayan de inscribirse en el Registro de Patentes. Este 
Registro será público.» 

 
Artículo 13. Modificación de la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria.  
 

La Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, queda modificada en los siguientes 
términos: 
 

Uno. Se modifica el artículo 4 que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 4. Libertad de establecimiento.  
 
1. Se reconoce la libertad de establecimiento para la instalación, ampliación y 

traslado de las actividades industriales. 
 
2. No obstante, se requerirá una comunicación o una declaración responsable 

del interesado, mediante la que se manifieste, en su caso, el cumplimiento de los 
requisitos exigidos, que dispone de la documentación que así lo acredita y que se 
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 compromete a mantener su cumplimiento durante la vigencia de la actividad, y se 
facilite la información necesaria a la autoridad competente para el control de la 
actividad: 

 
a) cuando así lo establezca una ley por razones de orden público, seguridad y 

salud pública, seguridad y salud en el trabajo o protección del medio ambiente. 
 
b) cuando se establezca reglamentariamente para el cumplimiento de 

obligaciones del Estado derivadas de la normativa comunitaria o de tratados y 
convenios internacionales. 

 
3. La comunicación o declaración responsable habilita desde el día de su 

presentación para el desarrollo de la actividad de que se trate en todo el territorio 
nacional y con una duración indefinida. 

 
4. Los requisitos de acceso a la actividad y su ejercicio en materia industrial 

serán proporcionados, no discriminatorios, trasparentes y objetivos, y estarán clara 
y directamente vinculados al interés general concreto que los justifique. 

 
El incumplimiento de los requisitos exigidos, verificado por la autoridad 

competente, conllevará el cese automático de la actividad, salvo que pueda 
incoarse un expediente de subsanación de errores, sin perjuicio de las sanciones 
que pudieran derivarse de la gravedad de las actuaciones realizadas.  

 
La Autoridad competente, en este caso, abrirá un expediente informativo al 

titular de la instalación, que tendrá quince días naturales a partir de la 
comunicación para aportar las evidencias o descargos correspondientes. 

 
5. Únicamente podrá requerirse autorización administrativa previa de la 

Administración competente cuando resulte obligado para el cumplimiento de 
obligaciones del Estado derivadas de la normativa comunitaria o de tratados y 
convenios internacionales.». 

 
Dos. Se modifica el artículo 12, que queda redactado como sigue: 

 
«Artículo 12. Reglamentos de Seguridad. 
 
1. Los Reglamentos de Seguridad establecerán: 
 
a) Las instalaciones, actividades, equipos o productos sujetos a los mismos. 
 
b) Las condiciones técnicas o requisitos de seguridad que según su objeto 

deben reunir las instalaciones, los equipos, los procesos, los productos industriales 
y su utilización, así como los procedimientos técnicos de evaluación de su 
conformidad con las referidas condiciones o requisitos. 

 
c) Las medidas que los titulares deban adoptar para la prevención, limitación y 

cobertura de los riesgos derivados de la actividad de las instalaciones o de la 
utilización de los productos; incluyendo, en su caso, estudios de impacto ambiental. 



  

 

 

 28

  
d) Las condiciones de equipamiento, capacidad técnica y, en su caso, el 

régimen de comunicación o declaración responsable sobre el cumplimiento de 
dichas condiciones exigidas a las personas o empresas que intervengan en el 
proyecto, dirección de obra, ejecución, montaje, conservación y mantenimiento de 
instalaciones y productos industriales.  

 
2. Las instalaciones, equipos y productos industriales deberán estar 

construidos o fabricados de acuerdo con lo que prevea la correspondiente 
reglamentación, que podrá establecer la obligación de comprobar su 
funcionamiento y estado de conservación o mantenimiento mediante inspecciones 
periódicas. 

 
3. Los Reglamentos de Seguridad podrán condicionar el funcionamiento de 

determinadas instalaciones y la utilización de determinados productos a que se 
acredite el cumplimiento de las normas reglamentarias, en los términos que las 
mismas establezcan. 

 
4. Los Reglamentos de Seguridad podrán disponer, como requisito de la 

fabricación de un producto o de su comercialización, la previa homologación de su 
prototipo, así como las excepciones de carácter temporal a dicho requisito. 

 
5. Los Reglamentos de Seguridad Industrial de ámbito estatal se aprobarán por 

el Gobierno de la Nación, sin perjuicio de que las Comunidades Autónomas, con 
competencia legislativa sobre industria, puedan introducir requisitos adicionales 
sobre las mismas materias cuando se trate de instalaciones radicadas en su 
territorio.» 

 
Tres. Se modifica el apartado 3 del artículo 13, que queda redactado de la siguiente 

forma: 
 

«3. Las comunicaciones o declaraciones responsables que se realicen en una 
determinada Comunidad Autónoma serán válidas, sin que puedan imponerse 
requisitos o condiciones adicionales, para el ejercicio de la actividad en todo el 
territorio nacional.» 

 
Cuatro. Se modifica el artículo 15, que queda redactado de la siguiente forma: 

 
«Artículo 15. Organismos de Control. 

 
1. Los Organismos de Control son aquellas personas naturales o jurídicas, que 

teniendo capacidad de obrar, dispongan de los medios técnicos e imparcialidad 
necesaria para realizar su cometido y cumplan las disposiciones técnicas que se 
dicten con carácter estatal a fin de su reconocimiento en el ámbito de la Unión 
Europea.  

 
2. La valoración técnica del cumplimiento de los aspectos mencionados en el 

número anterior se realizará por una entidad acreditadora,  con la finalidad de 
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 proteger a los consumidores y trabajadores, sin perjuicio de la competencia 
administrativa para comprobar el cumplimiento de dichos requisitos. 

 
3. La autorización de los Organismos de Control corresponde a la 

Administración competente en materia de industria del territorio donde los 
Organismos inicien su actividad o radiquen sus instalaciones. 

 
4. Las autorizaciones otorgadas a los Organismos de Control tendrán validez 

para todo el ámbito del Estado y duración indefinida. 
 
5. Los Organismos de Control vendrán obligados, como requisito previo a la 

efectividad de la autorización, a suscribir pólizas de seguro que cubran los riesgos 
de su responsabilidad en la cuantía que se establezca, sin que la misma limite 
dicha responsabilidad. 

 
6. La inscripción en el Registro de Establecimientos Industriales regulado en el 

título IV de esta ley de los Organismos de Control se realizará de oficio por la 
Administración competente a partir de los datos incluidos en la autorización.» 

 
Cinco. Se modifica el apartado 5 del artículo 17, en los siguientes términos: 

 
«5. Las Entidades de Acreditación se inscribirán en el Registro de 

Establecimientos Industriales establecido en el título IV de esta ley. Dicha 
inscripción se realizará de oficio por la Administración competente que las 
designe.» 

 
Seis. Se modifica el apartado 2 del artículo 23, en los siguientes términos: 

 
«2. El cumplimiento de la obligación expresada en el apartado anterior será 

requisito previo imprescindible para acogerse las empresas a los beneficios 
derivados de los programas de modernización y promoción regulados en esta ley. 
En todo caso, una vez que se haya realizado la comunicación a la Administración 
competente no será necesaria respuesta ni conformidad por parte de la misma, ni 
será necesaria la inscripción efectiva en el Registro de Establecimientos 
Industriales para poder ejercer la actividad.» 

 
Seis. Se modifica el apartado 2 del artículo 31, al que se añaden las letras k) y l), con la 

redacción siguiente: 
 

«k) La inexactitud, falsedad u omisión en cualquier dato, o manifestación, de 
carácter esencial, sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos señalados en la 
declaración responsable o la comunicación aportada por los interesados. 

 
l) La realización de la actividad sin cumplir los requisitos exigidos o sin haber 

realizado la comunicación o la declaración responsable cuando alguna de ellas sea 
preceptiva.» 

 
Artículo 14. Modificación de la Ley 23/1992, de 30 de julio, de Seguridad Privada.  
 




